
fijación de la fecha de lanzamiento. Se encontraba inscrita en el registro municipal de demandantes de vivienda 
protegida desde el año 2017, sin que se le hubiese propuesto como posible adjudicataria de vivienda.

Admitida a trámite la queja, procedimos a solicitar información al Ayuntamiento de Castilblanco de Los 
Arroyos, a fin de conocer la intervención realizada por los servicios sociales con la referida familia, además 
de su situación en el RMDVP, y la posibilidad de excepcionar el régimen ordinario a través del citado registro 
en caso de acreditarse por el personal de trabajo social la situación de exclusión social o en riesgo de estarlo 
respecto a esta familia.

Recibido el informe de esa corporación municipal, y analizado su contenido, se nos indicaba que había 180 
familias inscritas en el registro municipal, y por tanto el ayuntamiento tenía el deber de atender de forma 
igualitaria a todos los solicitantes de vivienda, de ahí que un trato de favor hacía la familia en aplicación del 
artículo 13 del Reglamento de Viviendas Protegidas de Andalucía, supondría un posible delito por parte de 
los que ostentan cargo público en ese ayuntamiento.

A la vista de tal información, procedimos al archivo de nuestras actuaciones, no obstante insistimos al 
ayuntamiento en la importancia de mantener activo el expediente de la interesada en servicios sociales, a fin 
de que llegado el momento del lanzamiento de la vivienda se le pudiese ofrecer a la misma una alternativa 
habitacional, y en cuanto a lo que afectaba a la excepcionalidad del procedimiento de adjudicación, le 
recordábamos que era una posibilidad recogida en un precepto legal, y por tanto, su consideración no sería 
contraria a Derecho, siempre y cuando se den los presupuestos necesarios para su aplicación.

1.15.2.3. Ayudas al alquiler para personas con ingresos limitados, convocatorias 
sucesivas desde 2015

Como ya decíamos en nuestro Informe Anual correspondiente a 2018, en dicho año nos volvimos a encontrar 
con la misma situación por lo que respecta a la convocatoria de 2017 de ayudas para el alquiler de vivienda 
a personas en situación de especial vulnerabilidad, o con ingresos limitados, toda vez que habíamos recibido 
numerosas quejas de solicitantes denunciando nuevamente el retraso que afectaba a la tramitación de esta 
convocatoria, por lo que incoamos de oficio la queja 18/4615.

Pues bien, a lo largo de 2019 hemos seguido con la tramitación del mencionado expediente hasta comprobar 
que la convocatoria estaba definitivamente ultimada y abonada la totalidad de las subvenciones concedidas, 
hecho que no se produjo hasta casi mediados de 2019, siendo las provincias de Málaga y Sevilla, con diferencia, 
las que acumularon un mayor retraso en la tramitación.

La cuestión es que en esas dos provincias hubo incidencias con su Intervención Delegada a la hora de proceder 
a la fiscalización previa de las ayudas. Así en Málaga se produjeron desacuerdos de interpretación que dieron 
lugar a que se formularan reparos por el órgano fiscalizador y que una vez argumentados por el órgano gestor 
se les dio conformidad a la muestra seleccionada y se procedió a la fiscalización de conformidad de esta 
convocatoria.

Situación distinta se produjo en la provincia de Sevilla en la que la Intervención General de la Junta de 
Andalucía, nos dijo que la tramitación de estas ayudas era de la exclusiva responsabilidad de los órganos 
gestores competentes, tanto centrales como provinciales, de la Consejería de Fomento, Infraestructuras y 
Ordenación del Territorio y que por tanto, la demora producida en la provincia de Sevilla era achacable solo 
a los gestores provinciales competentes.

Se añadía que el papel de la Intervención General tenía por finalidad garantizar la corrección de los 
expedientes tramitados, lo que se llevaba a efecto mediante el proceso de fiscalización que se nos había 
descrito.

Destacaba a este respecto que el procedimiento de fiscalización por muestreo se había aplicado con la 
finalidad de agilizar las comprobaciones, dado el volumen de expedientes y que la muestra revisada en 
primer término había presentado irregularidades que habían motivado la ampliación de los expedientes 
comprobados, todo ello para garantizar su corrección.

1.15. Vivienda

430

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actuamos-de-oficio-ante-el-retraso-en-la-tramitacion-de-las-ayudas-al-alquiler-2017


El procedimiento de fiscalización aplicado en las diferentes provincias era similar en todas ellas. Prueba 
de ello era que la incidencia objeto del informe se circunscribía exclusivamente a la provincia de Sevilla, 
estando contabilizados los expedientes en el resto de las provincias.

En cuanto a la fecha de materialización del pago, ello dependía del tiempo que transcurriera para la gestión 
de las propuestas de documentos de ordenación del pago por parte del órgano gestor. En el momento 
en que dichos documentos fueran remitidos a la Intervención, se procedería con carácter inmediato a su 
fiscalización y contabilización, con el fin de propiciar que los pagos pudieran quedar realizados a la mayor 
brevedad.

De todo ello se desprendía que a los retrasos acumulados en la tramitación de esta convocatoria, no 
exenta de complejidad al tratarse de subvenciones de concurrencia no competitiva por lo que habían de 
valorarse las circunstancias económicas, personales y familiares declaradas por las personas solicitantes a 
efectos de verificar la comprobación de que reunían los requisitos legalmente previstos, se habían unido los 
problemas surgidos en la fiscalización previa por la técnica de muestreo de los expedientes de subvención 
incluidos en la muestra.

Según la experiencia de esta Defensoría, no es la primera vez que hemos tenido ocasión de comprobar 
que se producen desencuentros entre los órganos gestores y la intervención delegada en la tramitación de 
subvenciones y otras prestaciones de carácter económico, como el caso del anteriormente denominado 
salario social.

Es por ello que, en la actualidad, estamos elaborando la correspondiente resolución de valoración y 
cierre de esta convocatoria de ayudas al alquiler de viviendas a personas en situación de vulnerabilidad o 
con ingresos limitados en la Comunidad Autónoma de Andalucía, en las que trasladaremos a la Consejería 
de Fomento, Infraestructuras y Ordenación del Territorio y, en su caso, a la Intervención General, las 
recomendaciones y sugerencias que procedan.

También en relación a esta convocatoria, hemos de hacer mención a dos quejas que se nos han presentado 
por retrasos en la resolución de recursos de reposición contra la resolución denegatoria de la ayuda 
al alquiler solicitada, por parte del órgano gestor, esto es, las Delegaciones Territoriales de Fomento, 
Infraestructuras, Ordenación del Territorio, Cultura y Patrimonio Histórico en Málaga y Sevilla, a las que 
hemos formulado sendas resoluciones, queja 19/4981 y queja 19/2885, basadas en la obligación que 
tiene la administración pública de dictar resolución expresa y de notificarla en todos los procedimiento y 
en el derecho a una buena administración, así como los principios rectores de la administración pública, 
del siguiente tenor literal:

“Recordatorio de los Deberes Legales contenidos en los preceptos que han sido transcritos.
Recomendación: Que se den las instrucciones necesarias para que, a la mayor brevedad posible, se 

proceda a emitir la resolución expresa que corresponda al recurso potestativo de reposición presentado por 
el interesado con fecha 25 de julio de 2019.

Recomendación: Que se doten de los medios precisos, como una mayor dotación de medios personales, de 
forma que puedan resolverse los recursos administrativos en un tiempo razonable y respetando los plazos 
establecidos por su normativa reguladora”.

En la queja 19/2885, hemos recibido la preceptiva respuesta por parte de la delegación territorial 
competente, de la que se desprende la aceptación de la misma por cuanto que se nos dice que el recurso 
ha sido estimado si bien se está a la espera de contar con dotación presupuestaria para emitir la resolución 
pertinente y en la queja 19/4981 estamos a la espera de recibir la preceptiva respuesta.

Por otra parte, ya decíamos en nuestra Memoria de 2018 que la convocatoria de ayudas correspondiente 
a dicho año, se aprobó mediante Orden de 17 de octubre de 2018. En esta ocasión, la novedad residía en 
que la concesión de las mismas se efectuaría sin atender al procedimiento de concurrencia competitiva que 
obligaba a una gestión conjunta de las solicitudes y, en consecuencia, podrían dictarse resoluciones individuales 
al tiempo en que se vayan completando los expedientes.
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Ante ello decíamos que aunque con la eliminación de un procedimiento en concurrencia competitiva se 
perdía la posibilidad de que las ayudas beneficien a las personas que más necesidad puedan tener de ellas 
para garantizar su derecho a una vivienda, con independencia de en qué momento del plazo presentaron 
la solicitud, lo cierto es que el retraso con el que se estaban concediendo en las anteriores convocatorias 
desvirtuaba la intencionalidad y finalidad última que perseguía el legislador al contemplar las mismas. Por ello, 
manifestábamos que era de esperar que al menos, en esta ocasión, se agilizase el procedimiento de concesión 
y abono de las ayudas, y así pudieran servir para el fin pretendido.

Sin embargo, lejos de que se hayan hecho realidad nuestras expectativas y las de la ciudadanía que año 
tras año participa en estas convocatorias, en 2019 se comenzaron a recibir quejas relativas a la finalización 
del plazo para la resolución de la convocatoria del ejercicio 2018 sin que hubieran recaído las pertinentes 
resoluciones en plazo.

Al respecto, la Orden de 30 de octubre de 2018 disponía en su apartado octavo lo siguiente:

«De conformidad con lo previsto la base décima sexta de las Bases Reguladoras, el plazo para resolver y 
notificar la resolución será de tres meses desde la finalización del plazo de presentación de las solicitudes 
fijado en esta convocatoria para el caso de las ayudas cuya tramitación haya sido priorizada, así como las 
ayudas a jóvenes, y seis meses para el resto de los casos. El vencimiento del plazo máximo sin haberse 
notificado resolución legitima a las personas interesadas para entender desestimada su solicitud por silencio 
administrativo.»

Dado que el plazo de presentación de solicitudes finalizó el día 9 de enero de 2019, ya vencido el plazo de 
tres meses para resolver las solicitudes caracterizadas como prioritarias o pertenecientes a la categoría de 
ayuda a jóvenes y aunque el retraso en la tramitación era aún incipiente, la experiencia de las convocatorias 
efectuadas en años previos, cuya tramitación, conclusión y materialización se había alargado en exceso, 
aconsejaba que por parte de esta Institución efectuáramos un seguimiento directo del proceso de tramitación 
de esta convocatoria, tal y como por otra parte nos demandaban los propios ciudadanos y ciudadanas en sus 
quejas, por lo que procedimos a la incoación de oficio de la queja 19/2709 que aún se encuentra en curso de 
tramitación.

1.15.2.4. Ayudas a la vivienda de planes anteriores 2008-2012

1.15.2.4.1. Ayudas al alquiler al amparo del Plan Estatal de Vivienda y Rehabilitación 2009-2012

En el presente año, hemos seguido tramitando expedientes de quejas relativos al retraso que aún preside el 
pago total de ayudas al alquiler al amparo del Plan de Vivienda 2008-2012.

Se trata fundamentalmente de ayudas al fomento del alquiler que, a pesar de estar reconocidas aún no se 
han abonado. Desde entonces, tramitamos quejas puntuales sobre estas ayudas, dando cuenta de ello en 
nuestros anteriores informes anuales. Así, en el año 2017 la administración nos comunicaba que se encontraba 
abonando dichas subvenciones, por su parte, en el año 2018 parecía encontrarse el problema en vías de 
solución al estimarse favorables aquellas resoluciones pendientes de abono.

A raíz de una queja individual tramitada en el 2019, queja 18/5410, la administración nos participaba que 
“las solicitudes pendientes de abono han sido considerada favorables, por lo que serán abonadas según el 
criterio de pago establecido, por orden cronológico de presentación de solicitudes aunque, no obstante, el 
pago de las ayudas de este Programa estaba supeditado a la transferencia de la totalidad de los fondos que 
debe recibir la Agencia de Vivienda y Rehabilitación de Andalucía.”

Pues bien, también podemos destacar de este año el expediente de queja Q18/4706, en el que la persona 
interesada, en numerosos escritos remitidos a esta Defensoría, nos trasladaba su desesperación pues tras 
diez años de espera seguía sin recibir el abono de la totalidad de la subvención concedida, recibiendo siempre 
la misma respuesta por parte de la Agencia de Vivienda y Rehabilitación de Andalucía, la falta de dotación 
presupuestaria, preguntándose la promotora de la queja si no había sido suficiente el transcurso de diez años 
para efectuase la citada dotación.
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